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1. SOLICITUD
En respuesta a la solicitud realizada por los miembros del CONFIS en la sesión adelantada el día 20 de diciembre de 2019 y reiterada el día 3 de febrero de 2020, la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional presenta al CONFIS para su consideración el documento “Informe Técnico Pagos con Valor Liquido Cero”. Esto con el propósito de dejar constancia en el acta del 20 de diciembre las decisiones adoptadas relacionadas con el citado procedimiento de tesorería.
2. JUSTIFICACIÓN

En primera instancia, es importante mencionar que las apropiaciones presupuestales de cada vigencia fiscal en muchos casos atienden proyectos plurianuales o programas de gran envergadura y largo tracto, cuyo avance de obra real requiere de más de dos años, antes de empezar a recibir los bienes o servicios correspondientes. 

Con el propósito de llevar a buen término estos proyectos o programas, las Entidades Ejecutoras del Presupuesto General de la Nación registran los compromisos presupuestales dentro de la vigencia para la cual están aprobadas las respectivas apropiaciones. Lo anterior teniendo en cuenta que el artículo 89 del Estatuto Orgánico de Presupuesto, habilita a las entidades para comprometer los recursos durante la vigencia fiscal respectiva, sin que ello implique el cumplimiento de un requisito de efectiva ejecución de los mismos
.  
Finalizada la vigencia fiscal, sin el recibo de los bienes y servicios por la naturaleza y complejidad de los proyectos o programas cuya apropiación fue autorizada, las entidades debían constituir el rezago presupuestal de ley. Esto, considerando que continuaría la demanda de un pago futuro ante la entrega a satisfacción de tales bienes y servicios. Ahora bien, si transcurrido el año en que fue constituido el rezago presupuestal, el bien o servicio no era recibido, las entidades giraban lo recursos para su administración a través de negocios fiduciarios, con lo cual se efectuaba la correspondiente ejecución presupuestal.
En noviembre 09 de 2012 a raíz de un trabajo coordinado con la Contraloría General de la Republica (en adelante CGR), se informa mediante comunicado número 2012EE0075933, la existencia de recursos considerados como públicos, cuya administración fue entregada a través de negocios fiduciarios por un valor de $7.5 billones. Cabe resaltar que de no utilizarse dichos mecanismos y de acuerdo con lo manifestado en su momento, la administración a cargo de las mismas entidades generarían costos adicionales que resultarían en un detrimento patrimonial. La mayoría de los recursos se encontraban inmovilizados por más de tres años, lo cual exhortó a la CGR a examinar el estado de las mismas. 
En atención a lo informado por la CGR la Subdirección de Operaciones dio inicio a una serie de gestiones con el fin de examinar el estado de estos recursos y determinó una serie de procedimientos para optimizar el uso de recursos públicos, específicamente para este tipo de ejecuciones presupuestales. Como resultado de esta gestión, los procedimientos desarrollados se erigen bajo el postulado de administración eficiente de recursos (lo cual incluye un control y manejo adecuado de los mismos), en los siguientes términos:
1. A través de un mecanismo de administración transitoria de recursos a cargo de la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional y no de mecanismos fiduciarios como se venía efectuando
. De esta forma se propende por: 

(i) Mantener disponibles los recursos cuya finalidad es la ejecución de proyectos y programas de gran envergadura para la Nación y con fines sociales; y

(ii) Evitar giros de recursos que permanecerían ociosos y generando rendimientos únicamente para las entidades fiduciarias. De esta forma, los recursos provenientes del Presupuesto General de la Nación no tienen por objeto proveer a entidades financieras de fondos, sino que el giro a estas entidades solo se realiza una vez cumplidos los requisitos del correspondiente compromiso y/o obligación que es respaldada por la apropiación presupuestal;
En tal sentido, la Dirección General de Crédito Público sólo traslada los recursos a estos mecanismos fiduciarios una vez se haga exigible el pago o se efectúe la entrega del correspondiente bien o servicio.
2. A través del control sobre los recursos de forma que no se efectúen giros de nuevos recursos mientras las entidades no hayan efectuado ejecución de aquellos que tienen disponibles
. De esta forma se evita el riesgo de mantener recursos ociosos en entidades fiduciarias, y por tanto, las consecuencias negativas sobre el erario público por los sobrecostos de administración. 

Sobre este segundo punto es importante resaltar que a través de la Ley 1450 de 2011, se ordenaba a los administradores de los patrimonios autónomos a reintegrar al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, los saldos disponibles en dichos mecanismos fiduciarios que no estuvieran amparando obligaciones y cuyo giro se hubiera realizado con más de dos años de anterioridad. Dicha regulación fue modificada por el artículo 149 de la Ley 1753 de 2015 y posteriormente el artículo 36 de la Ley 1955 de 2019 pasando de ser imperativo a potestativo, en la medida que el correspondiente contrato de administración lo permita, lo cual resultó en la negativa del reintegro efectivo de los recursos. 
Respecto de las leyes que cobijan este procedimiento, a continuación se presentan las disposiciones consideradas para tal efecto:

2013

Ley 1687 del 11 de diciembre de 2013 “Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2014” y Decreto 3036 del 27 de diciembre de 2013 “Por el cual se liquida el Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal de 2014, se detallan las apropiaciones y se clasifican y definen los gastos".

El artículo 68 dispone lo siguiente: “Los órganos que hacen parte del Presupuesto General de la Nación solo podrán solicitar la situación de los recursos aprobados en el Programa Anual de Caja a la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional, cuando hayan recibido los bienes y/o servicios o se tengan cumplidos los requisitos que hagan exigible su pago. En ningún caso las entidades podrán solicitar giro de recursos para transferir a Fiducias o Encargos Fiduciarios o a las entidades con las que celebre convenios o contratos interadministrativos, sin que se haya cumplido el objeto del gasto”.

2014

Decreto 2712 de 2014 que reglamenta parcialmente los artículos 92, 98 y 101 del Estatuto Orgánico del Presupuesto y el artículo 261 de la Ley 1450 de 2011, relacionado con el reintegro de tesorería de saldos de recursos públicos en patrimonios autónomos. 
El artículo 1 de este Decreto establece que las entidades ejecutoras del Presupuesto General de la Nación que hayan recibido aportes de la Nación destinados a la ejecución de recursos a través de patrimonios autónomos, siempre que el contrato lo permita, el reintegro a la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de los saldos disponibles en dichos patrimonios que no estén amparando obligaciones cuyo giro se haya realizado con más de dos años de anterioridad.
2015

Ley 1753 de 9 de junio de 2015 “Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un Nuevo país”. 
El artículo 149 dispone que los recursos provenientes del Presupuesto General de la Nación transferidos a entidades financieras, no podrán tener como objeto proveerlas de fondos, sino atender los compromisos y obligaciones en desarrollo de las apropiaciones presupuestales. Los saldos de recursos girados a convenios de cofinanciación o negocios fiduciarios que tengan como fuente el Presupuesto General de la Nación y en donde la entidad estatal giradora sea fideicomitente y/o beneficiaria, entre ellos a patrimonios autónomos, serán registrados a favor de la Nación, con excepción de aquellos que correspondan a proyectos de agua potable y saneamiento básico, y los recursos de previsión, seguridad social que administren prestaciones sociales de carácter económico y en donde se administren rentas parafiscales. Los excedentes de liquidez de dichos convenios y negocios fiduciarios serán invertidos conforme al marco legal aplicable a su forma de administración y a la naturaleza de los recursos.

En los negocios fiduciarios instrumentados para el pago de obligaciones futuras, los cronogramas de giros deberán ser consistentes con el avance del cumplimiento de su objeto. El Tesoro Nacional podrá exigir el reintegro de los recursos que haya transferido a un patrimonio autónomo y que no se hayan utilizado en la adquisición de bienes o servicios dentro del año siguiente al momento del giro, siempre que ello no conlleve el incumplimiento contractual. Los recursos reintegrados serán administrados por el Tesoro Nacional, hasta que vuelvan a ser requeridos para gastos referentes al cumplimiento del objeto de estos patrimonios por lo cual el reintegro no afectará las obligaciones que deba cumplir el patrimonio autónomo, ni la capacidad de pago. Dicho reintegro y su posterior devolución no implicarán operación presupuestal alguna.

2019

Ley 1940 de noviembre 26 2018 POR LA CUAL SE DECRETA PRESUPUESTO DE RENTAS Y RECURSOS DE CAPITAL Y LEY DE APROPIACIONES PARA VIGENCIA FISCAL 10, AL 31 DICIEMBRE 2019

El artículo 60 establece que los órganos que hacen parte del Presupuesto General de la Nación solo podrán solicitar la situación de los recursos aprobados en el Programa Anual de Caja a la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional, cuando hayan recibido los bienes y/o servicios o se tengan cumplidos los requisitos que hagan exigible su pago. En ningún caso las entidades podrán solicitar giro de recursos para transferir a Fiducias o Encargos Fiduciarios o Patrimonios Autónomos o a las entidades con las que celebre convenios o contratos interadministrativos, sin que se haya cumplido el objeto del gasto. Cuando las Fiducias, los Encargos Fiduciarios, los Patrimonios Autónomos o los convenios o contratos interadministrativos utilicen la creación de subcuentas, subprogramas, subproyecto, o cualquier otra modalidad de clasificación, deberán implementar el principio de Unidad de Caja, para buscar eficiencia en el manejo de los recursos que les sitúa la Nación.

LEY 1955 del 25 de mayo de 2019 por el cual se expide el plan nacional de desarrollo 2018-2022. "Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad".

El artículo 36 de esta Ley dispone la administración eficiente de recursos públicos, y por tanto, los recursos provenientes del Presupuesto General de la Nación transferidos a entidades financieras no podrán tener como objeto proveerlas de fondos sino atender los compromisos y obligaciones en desarrollo del objeto de las apropiaciones presupuestales.

En consecuencia, los saldos de recursos girados a entidades financieras que no se encuentren respaldando compromisos u obligaciones del Presupuesto General de la Nación deberán ser reintegrados a la entidad estatal respectiva, de conformidad con la reglamentación que expida el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Los saldos así reintegrados podrán ser requeridos nuevamente para gastos referentes al cumplimiento de su objeto, sin que implique operación presupuestal alguna.

Como se puede observar, de lo ya descrito el tema de reintegros y control de saldos en fiducias está soportado por diferentes normas y lo que le corresponde a la Subdirección de Operaciones, es el desarrollar los procedimientos de tesorería adecuados para lograr el fin que persiguen las leyes y decretos promulgados, tal como lo ha hecho para el reintegro de acreedores varios sujetos a devolución, el reintegro de saldos en fiducias y por último las órdenes de pago con valor liquido cero, procedimientos que son del ámbito de la tesorería y no del ejercicio presupuestal de las entidades.

También se destaca que con el desarrollo del procedimiento de tesorería denominado “orden de pago valor liquido cero” la Nación, con la administración de estos recursos, se ha visto favorecida obteniendo rendimientos financieros de alrededor de $300 mil millones de pesos anuales.
El procedimiento ha permitido el reintegro a la Nación y la administración eficiente de $7,8 billones de pesos en los últimos años, los cuales han generado unos rendimientos financieros antes citados. Adicionalmente se ha ahorrado recursos públicos por el cobro de costos de administración por parte de las Entidades Fiduciarias. En conclusión, se evitaron operaciones de endeudamiento innecesarias por un valor de $7,8 billones para financiar el Presupuesto General de la Nación con lo que se ha generado ahorros adicionales por aproximadamente $89.0 mil millones de pesos.
3. IMPACTO FISCAL 
Los movimientos de caja descritos en el procedimiento presentado en precedencia tienen su impacto fiscal recogido en la revisión de los Planes Financieros de los años 2016 a 2020.
4. DOCUMENTOS SOPORTE
A continuación, se presentan las cifras de Pagos con Valor Líquido Cero constituidos y la relación anual de pagos no presupuestales de los mismos desde el 2016 hasta la fecha:   

[image: image1.emf]2016 2017 2018 2019 TOTAL

VALOR LIQUIDO CERO 1.933 991 2.449 2.407 7.781

PAGADO 0 1.127 1.204 2.167 4.498

SALDO 1.933 -136  1.245 240 3.283

NoincluyelosreintegrosdeFiduciasconsignadosporlasEntidadesenlascuentas

bancarias del Tesoro.

Nota:Estecuadroregistraúnicamentelasoperacionesdepagosconvalorliquido

cero.


5.
RECOMENDACION

De acuerdo con lo anterior y considerando que este asunto fue tratado dentro del orden del día de la sesión del 20 de diciembre de 2019, el CONFIS recomienda aprobar el siguiente texto, el cual debe quedar como parte integral del Acta del 20 de diciembre de 2019. 
“La Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional explicó al CONFIS el procedimiento denominado Orden de Pago con Valor Liquido Cero que han venido aplicando las Entidades Ejecutoras del Presupuesto General de la Nación desde el año 2016 sobre las apropiaciones presupuestales destinadas a ser giradas a fiducias o encargos fiduciarios o patrimonios autónomos, o a las entidades con las que celebre convenios o contratos interadministrativos.  
Los miembros del CONFIS concluyeron que este procedimiento de manejo de liquidez optimiza el uso de los recursos de la Nación, pues permite la administración eficiente de los recursos del Presupuesto General de la Nación, al tiempo que respeta los compromisos presupuestales incluidos en las leyes anuales correspondientes, los contratos que celebran las entidades ejecutoras para la realización de sus proyectos y los compromisos adquiridos con los beneficiarios finales de dichos pagos, razón por la cual se recomendó aprobar la realización de los pagos con valor liquido cero pendientes para la vigencia 2019 por un valor de $353.577.316.289,00 pesos.
Más aún, profundizando en esta línea, y con el propósito de lograr mayores eficiencias en la administración de la liquidez, los miembros del CONFIS instaron al Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que se expida la reglamentación del artículo 36 - Administración eficiente de recursos públicos - de la Ley 1955 del 25 de mayo de 2019 “por la cual se expide El Plan Nacional De Desarrollo 2018-2022”, en particular en lo relativo a (i) la administración por parte de la DGCPTN de excedentes de liquidez de entidades estatales a través de depósitos en administración, y (ii) los reintegros de los saldos de recursos girados a entidades financieras que no se encuentren respaldando compromisos u obligaciones de pago del Presupuesto General de la Nación.”
� El artículo 89 del Estatuto Orgánico de Presupuesto establece que el Congreso aprueba para ser ejecutadas o comprometidas durante la vigencia fiscal respectiva. Adicionalmente prevé que al cierre de la vigencia fiscal cada órgano constituirá las reservas presupuestales con los compromisos que al 31 de diciembre no se hayan cumplido, siempre y cuando estén legalmente contraídos y desarrollen el objeto de la apropiación. 


� De acuerdo con el informe “Administración de recursos públicos en fiducias” de la Contraloría General de la República del año 2017, la situación de los recursos públicos bajo administración fiduciaria conlleva en muchas ocasiones a inmovilización de recursos lo cual genera “consecuencias directas a las finanzas públicas ya que el Estado a través de las entidades ejecutoras debe asumir el costo de las comisiones que se pagan a las fiduciarias y el costo de los recursos que son contratados para financiar el gasto social, durante el periodo que permanezcan inmovilizados, esto sin considerar los sobrecostos que se generan. De esta forma, a más tiempo de permanencia sin ejecutar, mayor es la consecuencia negativa sobre el erario”. Ver en línea: � HYPERLINK "https://www.contraloria.gov.co/documents/20181/452108/Administraci%C3%B3n+de+Recursos+P%C3%BAblicos+en+Fiducias+2017.pdf/6b26b4cc-9cc4-49c9-9651-078256aed430?version=1.0" �https://www.contraloria.gov.co/documents/20181/452108/Administraci%C3%B3n+de+Recursos+P%C3%BAblicos+en+Fiducias+2017.pdf/6b26b4cc-9cc4-49c9-9651-078256aed430?version=1.0�


� Ibíd. Pág.14
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